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PROCURADURIA
GENERAL DE LA NACION





Señor(a):
JUEZ(A) ADMINISTRATIVO(A)
CIRCUITO JUDICIAL DE SAN GIL
Reparto
ofjudsgil@cendoj.ramajudicial.gov.co
Referencia:
Demanda de nulidad simple contra las Resoluciones números 248 del 29 de diciembre de 2014 de la Oficina de Planeación del Municipio de Barichara y 378 del 25 de octubre de 2017 de la Secretaría de Planeación y Obras Públicas del Municipio de Barichara, por medio de las cuales se concedieron licencias urbanísticas respecto del Proyecto de Urbanización “La Loma” en el Municipio de Barichara.


Con solicitud de suspensión provisional.

Respetado(a) Señor(a) Juez(a):

ALBERTO RIVERA BALAGUERA, en condición de Procurador 24 Judicial II para Asuntos Ambientales y Agrarios de Santander, y DIANA FABIOLA MILLÁN SUÁREZ, en condición de Procuradora 17 Judicial II para Asuntos Administrativos de Bucaramanga (prueba aportada # 1), identificados con las cédulas de ciudadanía números 91’253.387 y 52´515.641, respectivamente (prueba aportada # 2), en ejercicio del medio de control de nulidad que define el artículo 137 del C.P.A.C.A., comedidamente acudimos ante su Despacho con el fin de solicitarle que, previos los trámites de rigor y sin necesidad de intervención adicional del Ministerio Público (artículo 198, numeral 3, del C.P.A.C.A.), en sentencia de mérito se acceda a las siguientes

PRETENSIONES DE NULIDAD ACUMULADAS
PRIMERA: Que se declare nulo el acto administrativo contenido en la Resolución número 248 del 29 de diciembre de 2014, por medio de la cual la Oficina de Planeación del Municipio de Barichara concedió la licencia urbanística en suelo urbano número 098 2014 al señor JOSÉ DE JESÚS BECERRA BALLESTEROS, identificado con cédula de ciudadanía número 5’579.478, para el loteo de un predio identificado con la matrícula inmobiliaria número 302-15300 (prueba aportada # 3). 

SEGUNDA: Que se declare nulo el acto administrativo contenido en la Resolución número 378 del 25 de octubre de 2017, por medio de la cual el Secretario de Planeación y Obras Públicas del Municipio de Barichara concedió la licencia de urbanismo, en la modalidad de desarrollo, número LC-001-17 al señor JOSÉ DE JESÚS BECERRA BALLESTEROS, identificado con cédula de ciudadanía número 5’579.478, para realizar intervención en el predio de mayor extensión identificado con código catastral número 0000000100852000, integrado por los inmuebles identificados con las matrículas inmobiliarias números 302-17223, 302-17224, 302-17225, 302-17227, 302-17228, 302-17229 y 302-17230 (prueba aportada # 4).

TERCERA: Que, como consecuencia de las anteriores declaraciones de nulidad acumuladas, se ordene a la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Barichara, o la que sea competente, que haga las anotaciones necesarias en los folios de matrícula inmobiliaria de los inmuebles afectados, relacionados en el capítulo de hechos de esta demanda (prueba aportada # 5), sin perjuicio de su actualización llegado el momento de dictar sentencia. 

DESIGNACIÓN DE LAS PARTES Y DE SUS REPRESENTANTES.

1. Demandantes y Agentes del Ministerio Público: ALBERTO RIVERA BALAGUERA, en condición de Procurador 24 Judicial II para Asuntos Ambientales y Agrarios de Santander, y DIANA FABIOLA MILLÁN SUÁREZ, en condición de Procuradora 17 Judicial II para Asuntos Administrativos de Bucaramanga

2. Demandados (litisconsorcio necesario): Municipio de Barichara, representado por el señor ALFONSO RODRÍGUEZ PATIÑO, en calidad de Alcalde municipal (información tomada de la página web municipal) y el señor JOSÉ DE JESÚS BECERRA BALLESTEROS, identificado con cédula de ciudadanía número 5’579.478, en calidad de titular de las licencias urbanísticas acusadas en nulidad. 
Los demandados integran un litisconsorcio necesario en los términos del artículo 61 del C.G.P. y las sentencias C-426 de 2002 de la Corte Constitucional y la dictada el 28 de octubre de 2016 por la Subsección B de la Sección Segunda del Consejo de Estado en el expediente 25000-23-25-000-2008-00707-02(0869-12).

3. Indeterminados con interés: personas interesadas en adquirir alguno o varios de los lotes del predio beneficiado con las licencias urbanísticas demandadas, así como la comunidad del Municipio de Barichara y toda la Nación, por tratarse de un monumento nacional. Su vinculación puede darse a través de un medio masivo de comunicación (v.gr. la página web de la Rama Judicial), una vez se admita la demanda.   

Sin necesidad de agente del Ministerio Público adicional, en atención a lo señalado en el artículo 198, numeral 3, del C.P.A.C.A.
PROCEDENCIA DEL MEDIO DE CONTROL 

(Móviles y finalidades)
Si bien es cierto que los actos administrativos acusados son actos de contenido particular y concreto -en cuanto generan efectos vinculantes a particulares-, también es cierto que con su expedición se afectó el ordenamiento jurídico en abstracto, como se explicará en los capítulos pertinentes de esta demanda.

Por tanto, resulta viable promover el medio de control de simple nulidad con el único propósito de establecer si las decisiones administrativas acusadas se ajustaron a las disposiciones urbanísticas que se consideran infringidas, con miras a garantizar el interés general y prevenir daños antijurídicos para el patrimonio cultural de la Nación, sin pretender ningún restablecimiento de derechos particulares, ni siquiera de manera automática.

Luego, el objeto de la presente demanda radica únicamente en la tutela del orden jurídico en abstracto y, bajo ese entendido, el medio de control ejercido es procedente, en los términos del artículo 137 del C.P.A.C.A.
LEGITIMACIÓN POR ACTIVA
Coherente con lo anterior y de conformidad con el artículo 38, numeral 1, del Decreto Ley 262 de 2000, los Procuradores Judiciales tenemos la siguiente función:

“ARTÍCULO 38. Funciones preventivas y de control de gestión. Los procuradores judiciales tienen las siguientes funciones preventivas y de control de gestión:

1. Interponer las acciones populares, de tutela, de cumplimiento, de nulidad de actos administrativos y nulidad absoluta de los contratos estatales, y las demás que resulten conducentes para asegurar la defensa del orden jurídico, en especial las garantías y los derechos fundamentales, sociales, económicos, culturales, colectivos o del ambiente o el patrimonio público.

(…)”

FUNDAMENTOS DE HECHO DE LAS PRETENSIONES Y SU PRUEBA
1. Mediante Decreto Presidencial 1654 del 3 de agosto de 1978 el sector antiguo del Municipio de Barichara fue declarado monumento nacional.

2. Mediante la Resolución número 248 del 29 de diciembre de 2014, la Oficina de Planeación del Municipio de Barichara concedió la licencia urbanística en suelo urbano número 098 2014 al señor JOSÉ DE JESÚS BECERRA BALLESTEROS, identificado con cédula de ciudadanía número 5’579.478, para el loteo de un predio identificado con la matrícula inmobiliaria número 302-15300 (prueba aportada # 3). Esta licencia se notificó personalmente el 29 de diciembre de 2014 (prueba aportada # 3).
3. Esta licencia urbanística no fue desarrollada en modo alguno y, por tanto, en los términos del segundo inciso del artículo 58 del Decreto 1469 de 2010, el predio que resultó beneficiario no fue urbanizado. Se aclara que, si bien es cierto que en la escritura pública de constitución de la urbanización se determinaron las áreas públicas que serían objeto de cesión al Municipio de Barichara (prueba aportada # 6), lo cierto es que la cesión nunca se hizo efectiva y, por ende, el Municipio debió adelantar el procedimiento para que operara la condición resolutoria regulada en la disposición ya citada del Decreto 1469 de 2010.  

4. Luego de vencida la licencia concedida en el año 2014 el predio seguía sin ser urbanizado y fue así como, con base en los mismos planos y diseños que en su momento se aportaron para obtener esa primera licencia, tiempo después el mismo particular solicitó una segunda licencia, con idéntico objeto al de la primera que no fue ejecutada.

5. Teniendo en cuenta los antecedentes de la primera licencia, mediante la Resolución número 378 del 25 de octubre de 2017, el Secretario de Planeación y Obras Públicas del Municipio de Barichara concedió una segunda licencia idéntica a la anterior al mismo predio. En esta segunda oportunidad se trató de la licencia de urbanismo, en la modalidad de desarrollo, número LC-001-17 concedida al señor JOSÉ DE JESÚS BECERRA BALLESTEROS, identificado con cédula de ciudadanía número 5’579.478, para realizar intervención en el predio de mayor extensión identificado con código catastral número 0000000100852000, integrado por los inmuebles identificados con las matrículas inmobiliarias números 302-17223, 302-17224, 302-17225, 302-17227, 302-17228, 302-17229 y 302-17230 (prueba aportada # 4). Esta licencia se notificó personalmente el 25 de octubre de 2017 (prueba aportada # 4).
6. La plena identidad de una y otra licencia se puede apreciar al comparar el contenido del parágrafo del artículo primero de la Resolución 238 del 29 de diciembre de 2014 con el contenido del artículo primero de la Resolución 378 del 25 de octubre de 2017 (pruebas aportadas # 3 y # 4). Precisamente por la estrecha conexión entre una y otra licencia consideramos necesario acumular en una sola demanda las pretensiones de nulidad contra ambas.
7. Una y otra licencia de urbanismo están referidas a un mismo predio que se conoce como Proyecto Urbanístico “La Loma” y que, según certificados de la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Barichara (prueba aportada # 5), en la actualidad comprende los inmuebles identificados con los siguientes 90 números de matrícula inmobiliaria:

302- 17186

302- 17188

302- 17187

302- 17220

302- 17185

302- 17219

302- 17183

302- 17190

302- 17189

302- 17218

302- 17184

302- 17221

302- 17182

302- 17192

302- 17223

302- 17176

302- 17175

302- 17177

302- 17178

302- 17222

302- 17181

302- 17180

302- 17179

302- 17191

302- 17217

302- 17174

302- 17193

302- 17204

302- 17213

302- 17203

302- 17205

302- 17212

302- 17206

302- 17209

302- 17208

302- 17207

302- 17202

302- 17201

302- 17200

302- 17195

302- 17194

302- 17196

302- 17216

302- 17197

302- 17214

302- 17215

302- 17199

302- 17198

302- 17211

302- 17210

302- 17173

302- 17154

302- 17153

302- 17155

302- 17231

302- 17230

302- 17159

302- 17158

302- 17224

302- 17156

302- 17152

302- 17151

302- 17150

302- 17143

302- 17142

302- 17149

302- 17144

302- 17145

302- 17146

302- 17147

302- 17148

302- 17229

302- 17157

302- 17169

302- 17167

302- 17171

302- 17166

302- 17170

302- 17172

302- 17168

302- 17225

302- 17164

302- 17165

302- 17226

302- 17228

302- 17161

302- 17160

302- 17163

302- 17227

302- 17162
8. Contrariamente a lo que pareció haber entendido la administración, el predio objeto de las dos licencias urbanísticas mencionadas se encuentra en suelo rural, concretamente, en el área de amortiguación del Municipio de Barichara. Además, carece de las características que, de conformidad con la ley, permitirían catalogarlo válidamente, bien como suelo urbano, o bien como suelo de expansión urbana. 

9. El área de amortiguación es una categoría de suelo rural que pretende garantizar el desarrollo urbanístico futuro del Municipio de Barichara, dada su declaratoria como monumento nacional. Corresponde al suelo que será de expansión futura una vez se incorporen totalmente al área urbana desarrollada los suelos definidos por el ordenamiento territorial como de expansión. Así se concluye de lo definido en ese sentido tanto en el Acuerdo 002 del 26 de febrero de 1994 del Concejo del Municipio de Barichara, “Por el cual se dictan normas urbanísticas y arquitectónicas para el Sector Antiguo del centro urbano de Barichara” (prueba aportada # 8), como en el Acuerdo 014 del 25 de junio de 2003 del Concejo del Municipio de Barichara, por medio del cual se adoptó el Esquema de Ordenamiento Territorial de ese Municipio (prueba aportada # 9). 
10. Se afirma que el predio objeto de las dos licencias urbanísticas mencionadas se encuentra en suelo rural, concretamente, en el área de amortiguación del Municipio de Barichara, porque así se aprecia en el siguiente plano (prueba aportada # 7.1):
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En el plano anterior se señala, en un círculo rojo muy pequeño, la ubicación de la urbanización “La Loma”, correspondiéndole la categoría de suelo rural según las convenciones oficiales. 
Ahora, con más detalle y acercamiento:
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Este segundo plano (prueba aportada # 7.2) y el plano denominado modelo territorial urbano (prueba aportada # 7.3) ofrecen una imagen clara de la ubicación de la urbanización “La Loma” y, gracias a sus convenciones (colores), fácil se aprecia la localización de esa urbanización dentro de la zona de amortiguación del Municipio de Barichara.
11. La naturaleza de suelo rural del predio beneficiado con las dos licencias urbanísticas acusadas, además de apreciarse con evidente facilidad en los planos antes explicados, se reafirma con lo siguiente: 

·  
Por las respuestas dadas en ese sentido por el Municipio de Barichara, aunque referidas a unos predios vecinos, mediante el oficio del 6 de septiembre de 2006 del Secretario de Planeación y Obras Públicas (prueba aportada # 10) y mediante el oficio E- 2019-000220 del 14 de agosto de 2019 de los Secretarios de Planeación y de Infraestructura y Obras Públicas (prueba aportada # 11).
·  
Por la afirmación que en ese sentido se hace en la escritura pública de constitución de la urbanización “La Loma” (prueba aportada # 6).
·  
Por provenir de un predio de mayor extensión que fue destinado a vivienda campesina, según consta en la anotación número 1 del folio de matrícula correspondiente (prueba aportada # 5).

12. De acuerdo con lo anterior, es claro que las licencias urbanísticas acusadas en nulidad implicaron un cambio en la destinación y calidad de un determinado suelo que, siendo rural en la realidad, pasó a convertirse en urbano.

13. En cada una de las dos actuaciones administrativas que culminaron con la expedición de las licencias urbanísticas acusadas sucedió lo siguiente: (i) de manera directa se transformó un predio rural en urbano, (ii) no se respetaron las zonas de ronda hídrica por invasión de la franja mínima de protección, (iii) equivocadamente se consideró que el proyecto urbanístico era un proyecto de vivienda de interés social o prioritario y así fue tratado, (iv) se omitió la liquidación y pago del tributo de participación en la plusvalía y (v) se omitió tramitar el permiso para vertimiento de aguas lluvias a la cañada. 
14. El desconocimiento de las zonas de ronda hídrica es un hecho parcialmente verificado por la Corporación Autónoma Regional de Santander, CAS, como se desprende del Concepto Técnico S.A.A. número 01275-19 del 16 de octubre de 2019 (prueba aportada # 12) y de la Resolución 00556-19 del 18 de diciembre de 2019 (prueba aportada # 13). De hecho, en el artículo segundo de la Resolución 00556-19 del 18 de diciembre de 2019, referida a una pequeña porción del proyecto urbanístico, se dispuso lo siguiente: “Requerir al municipio Barichara para que se abstenga de otorgar licencias de construcción en los lotes localizados sobre la franja forestal protectora del cuerpo hídrico intermitente, así mismo allegar a esta entidad el plan parcial para la urbanización La Loma” (prueba aportada # 13).
15. En el caso de la actuación administrativa que culminó con la segunda licencia se presentaron, además de lo indicado en los numerales 13 y 14, otras dos situaciones: (i) de aceptarse la hipótesis de que el predio es urbano, no se atendieron varias exigencias urbanísticas previstas en la Resolución 688 del 10 de marzo de 2015 del Ministerio de Cultura, “Por la cual se aprueba el Plan Especial de Manejo y Protección del Centro Histórico de Barichara, el Camino de Guane y sus Zonas de Influencia, declarados Bienes de Interés Cultural del Ámbito Nacional” (prueba aportada # 14) y (ii) al concederse licencia para intervención en los inmuebles identificados con las matrículas inmobiliarias números 302-17223, 302-17224, 302-17225, 302-17227, 302-17228, 302-17229 y 302-17230, expresamente se autorizó la urbanización de espacio público sin contar con la previa autorización del Ministerio de Cultura.
16. En diferentes reuniones celebradas durante los meses de diciembre de 2019 a julio de 2020 el señor José Miguel Navarro Patiño, identificado con cédula de ciudadanía número 13’842.634 y de profesión Ingeniero Civil, puso en conocimiento lo resumido en los numerales anteriores a las Procuradurías Judiciales demandantes.

17. Los documentos aportados como pruebas documentales de esta demanda fueron obtenidos, en su mayoría, del señor José Miguel Navarro Patiño.
Explicado el contexto fáctico de la controversia procedemos a precisar enseguida las razones por las que las licencias urbanísticas concedidas son contrarias a derecho.

CARGOS DE NULIDAD 
Las causales de nulidad que en este caso se invocan contra los actos administrativos acusados son las denominadas “infracción de las normas en que debería fundarse” y “expedición irregular”, previstas como causales de nulidad en el artículo 137 del C.P.A.C.A.

Lo anterior por cuanto en las actuaciones administrativas que culminaron con la expedición de cada uno de los actos administrativos acusados se incurrió, en ambos casos y en idéntica forma, en violación de determinadas reglas jurídicas de inexcusable observancia por parte de la autoridad pública responsable de la actuación. 
Se trata de reglas jurídicas de gran incidencia en la validez de la decisión definitiva, al punto de que, de no haberse infringido, el resultado habría sido la no concesión de las licencias urbanísticas solicitadas en cada caso.

Comoquiera que se trata de idénticos vicios que se predican tanto de una actuación administrativa como de la otra, por razones de economía procesal y cumplidos todos los requisitos de acumulación de pretensiones señalados en el artículo 165 del C.P.A.C.A., en esta demanda se acumulan las pretensiones de nulidad dirigidas, por un lado, contra la Resolución número 248 del 29 de diciembre de 2014 y, por otro, contra la Resolución número 378 del 25 de octubre de 2017, ambas proferidas por determinadas dependencias administrativas del Municipio de Barichara.

NORMAS VIOLADAS Y CONCEPTO DE SU VIOLACIÓN
Precisión preliminar: Generalidades de la transformación de los usos del suelo.
Comoquiera que los actos administrativos acusados en nulidad incorporaron un predio rural -ubicado en el área de amortiguación- al área urbana del Municipio de Barichara, consideramos necesario precisar brevemente algunas generalidades de la transformación de los usos del suelo. 

Pues bien, la Ley 388 de 1997 permite a cualquier Municipio o Distrito -siempre y cuando tenga necesidad de hacerlo de acuerdo con sus expectativas de crecimiento- ampliar sus perímetros urbanos o habilitar suelos no desarrollados para provocar la construcción de infraestructura de servicios públicos, vivienda, comercio u otros servicios. 

Y para llevar a cabo estas transformaciones, por lo general, se requiere modificar los Planes de Ordenamiento Territorial o P.O.T. y desarrollarlos a través de sus instrumentos reglamentarios, como son los planes parciales, los macroproyectos o las actuaciones urbanas integrales. 

En ese sentido, siempre que pretenda transformarse el suelo rural para que sea urbano no solamente es necesario atender estrictamente las definiciones legales, sino que debe seguirse un procedimiento de transformación reglado previsto, entre otros, en los Decretos 3600 y 4065 de 2008.

En ese sentido, el Decreto 4065 de 2008 prevé:

“Artículo 4°. Condiciones para adelantar la actuación de urbanización. Para efectos de lo previsto en el artículo 19 de la Ley 388 de 1997, las actuaciones de urbanización en predios urbanizables no urbanizados se adelantarán teniendo en cuenta las siguientes condiciones:

1. En suelo de expansión urbana: Mediante la adopción del respectivo plan parcial, en todos los casos.

2. En suelo urbano:

2.1. Mediante la adopción de plan parcial cuando se requiera de la gestión asociada de los propietarios de predios mediante unidades de actuación urbanística o se trate de macroproyectos u otras operaciones urbanas especiales.

2.2. Mediante la aprobación de un proyecto urbanístico general o licencia de urbanización sin trámite de plan parcial, cuando el predio o predios cuenten con disponibilidad inmediata de servicios públicos y cumpla con alguno de los siguientes requisitos:

2.2.1. Se trate de predio(s) localizado(s) en zonas cuya área no supere las diez (10) hectáreas netas urbanizables, delimitadas por áreas consolidadas o urbanizadas o por predios que tengan licencias de urbanización vigentes y garanticen las condiciones de accesibilidad y continuidad del trazado vial.

2.2.2. Se trate de un solo predio cuya área supere las diez (10) hectáreas netas urbanizables, que para su desarrollo no requiera de gestión asociada y se apruebe como un solo proyecto urbanístico general según lo señalado en el artículo 42 del Decreto 564 de 2006.

Las disposiciones sobre tamaño de predios y áreas de que tratan los numerales 2.2.1.y 2.2.2., sólo serán de aplicación en los municipios y distritos que hayan adoptado los planes de ordenamiento previstos en el literal a) del artículo 9° de la Ley 388 de 1997. No obstante, la actuación de urbanización deberá llevarse a cabo mediante plan parcial cuando no se cumpla alguno de los requisitos de que tratan los numerales 2.2.1.y 2.2.2.

Parágrafo 1°. En todo caso, para adelantar el trámite de urbanización sin plan parcial el municipio o distrito debe contar con la reglamentación del tratamiento urbanístico de desarrollo en los términos de que trata el siguiente Capítulo, el cual se aplicará en armonía con lo dispuesto en este decreto.

Parágrafo 2°. También se requerirá plan parcial siempre que el predio o predios objeto de la actuación de urbanización se encuentre en alguna de las situaciones previstas en el artículo 10 del Decreto 2181 de 2006 o las normas que lo adicionen, modifiquen o sustituyan.

Parágrafo 3°. La adopción de los planes parciales se sujetará a lo previsto en el Decreto 2181 de 2006 y las normas que lo adicionen, modifiquen o sustituyan.

Parágrafo 4°. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 1° del Decreto 564 de 2006, las normas contenidas en el presente decreto son de obligatorio cumplimiento por parte de quienes se encarguen del estudio, trámite y expedición de licencias urbanísticas en los municipios y distritos.”
Todo ello, sin perjuicio de lo que imponga el conjunto de la normativa local urbanística, pues así lo señala el artículo 21 de la Ley 388 de 1997 al decir lo siguiente:

“ARTÍCULO 21º.- Armonía con el plan de desarrollo del municipio. El plan de ordenamiento territorial define a largo y mediano plazo un modelo de ocupación del territorio municipal y distrital, señalando su estructura básica y las acciones territoriales necesarias para su adecuada organización, el cual estará vigente mientras no sea modificado o sustituido. En tal sentido, en la definición de programas y proyectos de los planes de desarrollo de los municipios se tendrán en cuenta las definiciones de largo y mediano plazo de ocupación del territorio.”

Pues bien, el procedimiento reglado al que hemos hecho referencia tiene como propósito evitar cambios abruptos y/o no técnicos, pues la transformación del territorio supone que la demostración de su necesidad sea resultado de un análisis juicioso y riguroso de la real y no hipotética capacidad que tiene un suelo de soportar debidamente la prestación de servicios públicos domiciliarios, la construcción de vivienda o espacio público para parques, equipamientos, accesibilidad a la malla vial arterial del municipio y conectividad, entre otros factores que deben ser objeto de estudio minucioso. 
De acuerdo con lo explicado fácil se concluye que no será posible una transformación de suelo rural a urbano de manera directa. Esto, porque siempre será necesario que se surta la transformación del suelo a través de un procedimiento reglado que, en estricto orden, contemple las siguientes fases: 
[image: image1.png]MPIO. DE

MUNICIPIO
DE BARICHARA





[image: image6.png]





Para mayor claridad en esta exposición, conviene recordar que la Ley 388 de 1997 define en los siguientes términos las clases de suelo y, dentro de ellas, las cuatro categorías mencionadas así:

“Artículo 30.- Clases de suelo. Los planes de ordenamiento territorial clasificarán el territorio de los municipios y distritos en suelo urbano, rural y de expansión urbana. Al interior de estas clases podrán establecerse las categorías de suburbano y de protección, de conformidad con los criterios generales establecidos en los artículos siguientes.

Artículo 31.- Suelo urbano. Constituyen el suelo urbano, las áreas del territorio distrital o municipal destinadas a usos urbanos por el plan de ordenamiento, que cuenten con infraestructura vial y redes primarias de energía, acueducto y alcantarillado, posibilitándose su urbanización y edificación, según sea el caso. Podrán pertenecer a esta categoría aquellas zonas con procesos de urbanización incompletos, comprendidos en áreas consolidadas con edificación, que se definan como áreas de mejoramiento integral en los planes de ordenamiento territorial. Las áreas que conforman el suelo urbano serán delimitadas por perímetros y podrán incluir los centros poblados de los corregimientos. En ningún caso el perímetro urbano podrá ser mayor que el denominado perímetro de servicios públicos o sanitarios.
Artículo 32.- Suelo de expansión urbana. Constituido por la porción del territorio municipal destinada a la expansión urbana, que se habilitará para el uso urbano durante la vigencia del plan de ordenamiento, según lo determinen los Programas de Ejecución. La determinación de este suelo se ajustará a las previsiones de crecimiento de la ciudad y a la posibilidad de dotación con infraestructura para el sistema vial, de transporte, de servicios públicos domiciliarios, áreas libres, y parques y equipamiento colectivo de interés público o social. Dentro de la categoría de suelo de expansión podrán incluirse áreas de desarrollo concertado, a través de procesos que definan la conveniencia y las condiciones para su desarrollo mediante su adecuación y habilitación urbanística a cargo de sus propietarios, pero cuyo desarrollo estará condicionado a la adecuación previa de las áreas programadas. 

 

Artículo 33.- Suelo rural. Constituyen esta categoría los terrenos no aptos para el uso urbano, por razones de oportunidad, o por su destinación a usos agrícolas, ganaderos, forestales, de explotación de recursos naturales y actividades análogas.  

 

Artículo 34.- Suelo suburbano. Constituyen esta categoría las áreas ubicadas dentro del suelo rural, en las que se mezclan los usos del suelo y las formas de vida del campo y la ciudad, diferentes a las clasificadas como áreas de expansión urbana, que pueden ser objeto de desarrollo con restricciones de uso, de intensidad y de densidad, garantizando el autoabastecimiento en servicios públicos domiciliarios, de conformidad con lo establecido en la Ley 99 de 1993 y en la Ley 142 de 1994. Podrán formar parte de esta categoría los suelos correspondientes a los corredores urbanos interregionales. Los municipios y distritos deberán establecer las regulaciones complementarias tendientes a impedir el desarrollo de actividades y usos urbanos en estas áreas, sin que previamente se surta el proceso de incorporación al suelo urbano, para lo cual deberán contar con la infraestructura de espacio público, de infraestructura vial y redes de energía, acueducto y alcantarillado requerida para este tipo de suelo.”  

Precisados los anteriores conceptos, ahora sí es posible explicar en detalle cada una de las irregularidades que configuran los cargos de nulidad aludidos, especialmente la primera.

Primera irregularidad: De manera directa se transformó un predio rural en urbano. Violación, por no aplicación, de los artículos 4 del Acuerdo 002 del 26 de febrero de 1994 del Instituto Colombiano de Cultura, 19, 27, 38 y 99 de la Ley 388 de 1997, 16 del Acuerdo 014 del 25 de junio de 2003 del Concejo del Municipio de Barichara, 1 y 7 del Decreto 1469 de 2010 y 2.2.1.1 del Decreto compilatorio 1077 de 2015. 
En materia de ordenamiento territorial a cargo de las autoridades locales el artículo 99 de la Ley 388 de 1997 indica respecto de las licencias urbanísticas lo siguiente:

“ARTÍCULO 99º.- Licencias. (…) 

 

1. Para adelantar obras de construcción, ampliación, modificación y demolición de edificaciones, de urbanización y parcelación en terrenos urbanos, de expansión urbana y rurales, se requiere licencia expedida por los municipios, los distritos especiales, el Distrito Capital, el departamento especial de San Andrés y Providencia o los curadores urbanos, según sea del caso.

 

Igualmente se requerirá licencia para el loteo o subdivisión de predios para urbanizaciones o parcelaciones en toda clase de suelo, así como para la ocupación del espacio público con cualquier clase de amoblamiento.

 

2. Dichas licencias se otorgarán con sujeción al Plan de Ordenamiento Territorial, planes parciales y a las normas urbanísticas que los desarrollan y complementan y de acuerdo con lo dispuesto en la Ley 99 de 1993 y en su reglamento, no se requerirá licencia o plan de manejo ambiental, cuando el plan haya sido expedido de conformidad con lo dispuesto en esta Ley.  
 

(…)

5. El urbanizador, el constructor, los arquitectos que firman los planos urbanísticos y arquitectónicos y los ingenieros que suscriban los planos técnicos y memorias son responsables de cualquier contravención y violación a las normas urbanísticas, sin perjuicio de la responsabilidad administrativa que se deriven para los funcionarios y curadores urbanos que expidan las licencias sin concordancia o en contravención o violación de las normas correspondientes.

 (…)
 7. El reglamento establecerá los documentos que deben acompañar las solicitudes de licencia y la vigencia de las licencias teniendo en cuenta el tipo de actuación y la clasificación del suelo donde se ubique el inmueble.

(…)”

Continuando con las licencias urbanísticas, los artículos 1 y 7 del Decreto 1469 de 2010 señalan:

“Artículo 1°. Licencia urbanística. Es la autorización previa para adelantar obras de urbanización y parcelación de predios, de construcción y demolición de edificaciones, de intervención y ocupación del espacio público, y para realizar el loteo o subdivisión de predios, expedida por el curador urbano o la autoridad municipal competente, en cumplimiento de las normas urbanísticas y de edificación adoptadas en el Plan de Ordenamiento Territorial, en los instrumentos que lo desarrollen o complementen, en los Planes Especiales de Manejo y Protección (PEMP) y en las leyes y demás disposiciones que expida el Gobierno Nacional.

La expedición de la licencia urbanística implica la certificación del cumplimiento de las normas y demás reglamentaciones en que se fundamenta y conlleva la autorización específica sobre uso y aprovechamiento del suelo.

(…)”

“Artículo 7°. Licencia de construcción y sus modalidades. Es la autorización previa para desarrollar edificaciones, áreas de circulación y zonas comunales en uno o varios predios, de conformidad con lo previsto en el Plan de Ordenamiento Territorial, los instrumentos que lo desarrollen y complementen, los Planes Especiales de Manejo y Protección de Bienes de Interés Cultural, y demás normatividad que regule la materia. En las licencias de construcción se concretarán de manera específica los usos, edificabilidad, volumetría, accesibilidad y demás aspectos técnicos aprobados para la respectiva edificación. Son modalidades de la licencia de construcción las siguientes: (…)”
En ese sentido, el artículo 19 de la Ley 388 de 1997 define los planes parciales así:

“ARTÍCULO 19º.- Planes parciales.  Los planes parciales son los instrumentos mediante los cuales se desarrollan y complementan las disposiciones de los planes de ordenamiento, para áreas determinadas del suelo urbano y para las áreas incluidas en el suelo de expansión urbana, además de las que deban desarrollarse mediante unidades de actuación urbanística, macroproyectos u otras operaciones urbanas especiales, de acuerdo con las autorizaciones emanadas de las normas urbanísticas generales, en los términos previstos en la presente Ley. El plan parcial o local incluirá por lo menos los siguientes aspectos:

 

(…)

 

PARÁGRAFO. - Los planes parciales también podrán ser aplicables para complementar la planificación de las localidades en el caso de los distritos, cuando así lo señalare el Plan de Ordenamiento Territorial, evento en el cual se denominará planes locales.”

A su turno, el artículo 2.2.1.1 del Decreto compilatorio 1077 de 2015 define en similares términos el plan parcial:

“ARTÍCULO 2.2.1.1. Definiciones. Para efecto de lo dispuesto en el presente decreto, se adoptan las siguientes definiciones: 

(…)

Plan parcial. Es el instrumento mediante el cual se desarrollan y complementan las disposiciones de los planes de ordenamiento territorial, para áreas determinadas del suelo urbano y para las áreas incluidas en el suelo de expansión urbana, además de las que deban desarrollarse mediante unidades de actuación urbanística, macroproyectos u otras operaciones urbanas especiales, de acuerdo con las autorizaciones emanadas de las normas urbanísticas generales, en los términos previstos en la Ley 388 de 1997. Mediante el plan parcial se establece el aprovechamiento de los espacios privados, con la asignación de sus usos específicos, intensidades de uso y edificabilidad, así como las obligaciones de cesión y construcción y dotación de equipamientos, espacios y servicios públicos, que permitirán la ejecución asociada de los proyectos específicos de urbanización y construcción de los terrenos incluidos en su ámbito de planificación. 

 

(Decreto 2181 de 2006, artículo 2º)”

Así mismo, el artículo 27 de la Ley 388 de 1997 prevé lo siguiente en materia de procedimiento para obtener un plan parcial: 

“ARTÍCULO 27º.- Procedimiento para planes parciales. Para la aprobación de los planes parciales de que trata la presente Ley, se tendrá en cuenta el siguiente procedimiento:

 

1. Los proyectos de planes parciales serán elaborados por las autoridades municipales o distritales de planeación, por las comunidades o por los particulares interesados, de acuerdo con los parámetros que al respecto determine el plan de ordenamiento territorial.

 

2. Una vez que la autoridad de planeación considere viable el proyecto de plan parcial, lo someterá a consideración de la autoridad ambiental correspondiente, para su aprobación, si ésta se requiere de acuerdo con las normas sobre la materia, para lo cual dispondrá de ocho (8) días.

 

3. Una vez aprobado el proyecto por las respectivas autoridades ambientales, se someterá a consideración del Consejo Consultivo de Ordenamiento, instancia que deberá rendir concepto y formular recomendaciones dentro de los treinta (30) días hábiles siguientes.

 

4. Durante el período de revisión del proyecto de plan parcial se surtirá una fase de información pública, convocando a los propietarios y vecinos, para que éstos expresen sus recomendaciones y observaciones.

 

5. Una vez aprobado, el alcalde municipal o distrital adoptará el plan parcial por medio de decreto.”

Y, finalmente, tenemos el Acuerdo 002 del 26 de febrero de 1994 del Concejo del Municipio de Barichara, “Por el cual se dictan normas urbanísticas y arquitectónicas para el Sector Antiguo del centro urbano de Barichara” (prueba aportada # 8), relevante en este caso por definir el área donde se encuentra el predio beneficiado con las dos licencias urbanísticas, en los siguientes términos:

“Artículo 4. Área de amortiguación. Se considera como área de amortiguación del sector antiguo de Barichara una extensión de 500 metros alrededor de su perímetro. El desarrollo de esta área de amortiguación debe hacerse de acuerdo con un Plan de Ordenamiento Municipal y no debe ofrecer ningún peligro para la conservación del sector antiguo (…).”

El anterior marco normativo -nacional y local-, entendido en el contexto jurídico brevemente descrito en la precisión preliminar de este capítulo, fue abiertamente desconocido en este caso, pues consta en el trámite administrativo de cada una de las resoluciones acusadas que, a través de ellas, un predio rural -en cuanto está ubicado en el área de amortiguación- se incorporó al área urbana del Municipio de Barichara de manera directa, esto es, sin seguir el procedimiento requerido.

Lo anterior, porque consta en tales actuaciones que los planes parciales -o tratamiento urbanístico asimilable- no fueron ni presentados por el solicitante o beneficiario, ni exigidos en su momento por las autoridades municipales.
Y lo cierto es que tales planes eran un imposible fáctico y jurídico si se advierte que el predio beneficiario de las licencias urbanísticas acusadas ni siquiera podría calificarse como suelo de expansión urbana, en los términos de la definición prevista en el artículo 16 del Acuerdo 014 del 25 de junio de 2003 del Concejo del Municipio de Barichara, por medio del cual se adoptó el Esquema de Ordenamiento Territorial de ese Municipio (prueba aportada # 9).
En efecto, de acuerdo con esa norma local el suelo de expansión urbana se define así:
Artículo 16º - SUELO DE EXPANSIÓN URBANA. 

Corresponde a las áreas que serán incorporadas al uso urbano de acuerdo a las necesidades de nuevos desarrollos en vivienda y actividades y usos complementarios. 

Dentro de la categoría de suelo de expansión podrán incluirse áreas de desarrollo concertado a través de procesos que definan la conveniencia y las condiciones para su desarrollo mediante su adecuación y habilitación urbanística a cargo de sus propietarios, pero cuyo desarrollo estará condicionado a la adecuación previa de las áreas programadas. De conformidad con lo previsto en el artículo 39 de la ley 388 de 1997 las áreas de expansión definidas se desarrollarán a través de las unidades de actuación urbanística. 

Para Barichara el área de expansión urbana definida corresponde a las manzanas que tienen retícula urbana y trazado de vías de acuerdo al mapa de perímetro de servicios, a esta área se agregan las áreas para el desarrollo de la vivienda de interés social, ubicada en la zona de amortiguación definida por el acuerdo 002/94. 

El área de amortiguación es una categoría de suelo urbano definida por el acuerdo 002/94 con el fin de garantizar el desarrollo urbanístico futuro del declarado monumento nacional, correspondiendo esta clase al suelo que será de expansión futura una vez se incorporen totalmente al área urbana desarrollada, los suelos definidos por el ordenamiento territorial como de expansión.
PARÁGRAFO 1: Estas áreas se desarrollarán de acuerdo a las posibilidades de ampliación de las redes de servicios públicos e infraestructura vial y por lo tanto se plantea que estos sectores crezcan en forma de anillos envolventes del perímetro urbano propuesto/sanitario. 

PARÁGRAFO 2: De conformidad con lo previsto en el artículo 39 de la ley 388 de 1997, las áreas de expansión definidas se desarrollarán a través de gestión asociada, bien sea por iniciativa de los propietarios o a través de las unidades de actuación urbanística.”
Así las cosas, no hay duda de la arbitraria transformación de un suelo rural a urbano.

Tal proceder se traduce, a su vez, en una grave violación del artículo 38 de la Ley 388 de 1997, cuyo tenor es el siguiente: 

“ARTÍCULO 38º.- Reparto equitativo de cargas y beneficios. En desarrollo del principio de igualdad de los ciudadanos ante las normas, los planes de ordenamiento territorial y las normas urbanísticas que los desarrollen deberán establecer mecanismos que garanticen el reparto equitativo de las cargas y los beneficios derivados del ordenamiento urbano entre los respectivos afectados.

 

Las unidades de actuación, la compensación y la transferencia de derechos de construcción y desarrollo, entre otros, son mecanismos que garantizan este propósito.”

Esta figura del reparto equitativo de cargas y beneficios garantiza que los proyectos de urbanismo planeados para predios que, en debida forma, dejan de ser rurales satisfagan obligaciones de retorno del beneficio a la sociedad, representadas en infraestructura de servicios públicos, desarrollo vial, respeto y protección medioambiental, entre muchos otros (ver sentencia dictada por la Sección Primera del Consejo de Estado el 31 de julio de 2014 en el expediente 25-000-2324-000-2007-00235-02).

Luego, es claro que en este caso un determinado predio rural resultó beneficiario de dos licencias urbanísticas a pesar de no contar el expediente administrativo con el respectivo plan parcial que permitiera llevar a cabo válidamente esa transformación de uso del suelo -plan que resultaba un imposible fáctico y jurídico porque el predio beneficiado ni siquiera podría calificarse como de suelo de expansión urbana- y, además, sin que el particular interesado asumiera las obligaciones de retorno que el cambio introducido con toda seguridad amerita.
Segunda irregularidad: Desconocimiento de las zonas de ronda hídrica por invasión de la franja mínima de protección. Violación, por no aplicación, de los artículos 83 del Código Nacional de Recursos Naturales Renovables y Protección al Medio Ambiente, 3 del Decreto 1499 de 1977 y 2.2.1.1.18.2 del Decreto 1076 de 2015.
En materia de protección de rondas hídricas, el artículo 83 del Código Nacional de Recursos Naturales Renovables y de Protección al Medio Ambiente, contenido en el Decreto Ley 2811 de 1974, prevé:
“ARTICULO 83. Salvo derechos adquiridos por particulares, son bienes inalienables e imprescindibles del Estado:

(…)
d). Una faja paralela a la línea de mareas máximas o a la del cauce permanente de ríos y lagos, hasta de treinta metros de ancho;
(…)”
Posteriormente, el Decreto 1499 de 1977 reiteró:
“ARTÍCULO 3º.- En relación con la protección y conservación de los bosques, los propietarios de predios están obligados a: 
1. Mantener en cobertura boscosa dentro del predio las áreas forestales protectoras. Se entiende por áreas forestales protectoras:

(…)

b. Una faja no inferior a 30 metros de ancha, paralela a las líneas de mareas máximas, a cada lado de los cauces de los ríos, quebradas y arroyos, sean permanentes o no, y alrededor de los lagos o depósitos de agua;
(…)”
Norma que con posterioridad a las licencias acusadas fue recopilada en el Decreto 1076 de 2015, el cual en la actualidad señala:

“ARTÍCULO 2.2.1.1.18.2. Protección y conservación de los bosques. En relación con la protección y conservación de los bosques, los propietarios de predios están obligados a:

 

1. Mantener en cobertura boscosa dentro del predio las áreas forestales protectoras.

 

Se entiende por áreas forestales protectoras:

(…)
 

b) Una faja no inferior a 30 metros de ancha, paralela a las líneas de mareas máximas, a cada lado de los cauces de los ríos, quebradas y arroyos, sean permanentes o no, y alrededor de los lagos o depósitos de agua;

(…)”

En los trámites de los licenciamientos acusados se pasó por alto la no negociable limitación urbanística que implica respetar la reserva que corresponde al aislamiento propio de las rondas hídricas. 
Ciertamente, se otorgaron licencias urbanísticas a un proyecto que no respeta las franjas mínimas de protección de 30 metros de las quebradas que allí existen, tal como puede apreciarse en el siguiente plano:
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Este plano corresponde a uno de los aportados como prueba (prueba aportada # 7.4), pero adicionado por nosotros con una sombra en color rojo que identifica la franja de 30 metros a cada lado de la cañada, esto es, el área que corresponde a la zona mínima de protección de ronda hídrica. 
Nótese cómo los lotes 14-15-16-17-18-26-27 y 28 vulneran el área de protección. Lo mismo ocurre con gran parte de la calle 13 que, en caso de que llegara cumplir con la prohibición y respetara esa área, dejaría sin acceso a los lotes 19-20-21-22-23-24-25.
En el mismo sentido conviene traer a colación que, conforme al Concepto Técnico S.A.A. número 01275-19 del 16 de octubre de 2019 (prueba aportada # 12) y la Resolución 00556-19 del 18 de diciembre de 2019 (prueba aportada # 13), ambos expedidos por la Corporación Autónoma Regional de Santander, CAS, no queda duda del desconocimiento ambiental que aquí se denuncia. Así es, al menos parcialmente, pues esas actuaciones administrativas no se refieren la totalidad del área de afectación que el plano anterior destaca. 
De hecho, para los propósitos de esta demanda es destacable que en el artículo segundo de la Resolución 00556-19 del 18 de diciembre de 2019 se haya dispuesto lo siguiente: “Requerir al municipio Barichara para que se abstenga de otorgar licencias de construcción en los lotes localizados sobre la franja forestal protectora del cuerpo hídrico intermitente, así mismo allegar a esta entidad el plan parcial para la urbanización La Loma” (prueba aportada # 13).

Así las cosas, es claro que las licencias urbanísticas acusadas violan la reserva que le corresponde al aislamiento propio de las rondas hídricas del sector.

Tercera irregularidad: La licencia se concedió como si el proyecto urbanístico beneficiado fuera un proyecto de vivienda de interés social o prioritario cuando no lo es en la realidad. Violación, por indebida aplicación, de la Ley 1537 de 2012.
La Ley 1537 de 2012, “Por la cual se dictan normas tendientes a facilitar y promover el desarrollo urbano y el acceso a la vivienda y se dictan otras disposiciones”, tuvo como campo de aplicación el definido en su artículo 1, así:

“Artículo 1°. Objeto de la ley. La presente ley tiene como objeto señalar las competencias, responsabilidades y funciones de las entidades del orden nacional y territorial, y la confluencia del sector privado en el desarrollo de los proyectos de Vivienda de Interés Social y proyectos de Vivienda de Interés Prioritario destinados a las familias de menores recursos, la promoción del desarrollo territorial, así como incentivar el sistema especializado de financiación de vivienda.

(…)”

Esta normativa fue indebidamente aplicada en los trámites administrativos que culminaron con la expedición de las licencias acusadas, toda vez que el proyecto urbanístico beneficiado es propio del mercado inmobiliario general y no de vivienda de interés social o prioritario, como equivocadamente lo entendió la entidad territorial demandada, según surge del considerando número 4 de la primera licencia urbanística.   

De hecho, revisadas las coordenadas del predio beneficiado con las licencias urbanísticas, fácil se advierte que éstas no están dentro de las coordenadas descritas en el Acuerdo número 47 del 27 de diciembre de 2012 del Concejo del Municipio de Barichara, “Por medio del cual se ajusta el esquema de ordenamiento territorial del Municipio de Barichara incorporando al perímetro urbano los predios localizados en el suelo urbano, suelo rural, suelo suburbano y suelo de expansión urbana requeridos para el desarrollo y construcción de vivienda de interés social y vivienda de interés prioritario en el Municipio de Barichara” (prueba aportada # 15). 
Para arribar a la anterior conclusión, esto es, que las coordenadas del predio beneficiado con las licencias urbanísticas acusadas no están dentro de las coordenadas descritas en el Acuerdo número 47 del 27 de diciembre de 2012, es necesario hacer un breve análisis que se explica, paso a paso, a continuación:
· A partir de uno de los planos aprobados por la administración y que hemos denominado “plano 100” (prueba aportada # 7.5) hemos conformado otro, con anotaciones propias, que hemos denominado “plano 100 con anotaciones” (prueba aportada # 7.6).

· En el “plano 100 con anotaciones” a la izquierda y de manera ascendente vemos encerrado en un círculo rojo los números N=1´225.900, N=1´226.000, N=1´226.100 y N=1´226.20000 que indican las coordenadas Norte (latitud).

· En el “plano 100 con anotaciones” vemos abajo, sobre el rótulo, y hacia la derecha encerrado en círculo rojo los siguientes números: E=1´094.900, E=1´095.000, E= 1´095.100 E=1´095.200 y E= 1´095.300, los cuales indican las coordenadas Este (longitud).

· Hasta aquí vemos que cada uno de los dos planos mencionados pone en evidencia una cuadrícula a lo largo y ancho de su contenido, la cual muestra, además, coordenadas cada 100 metros en cada una de sus dos direcciones norte (longitud) y este (latitud), según se explica en el “plano 100 con anotaciones”.

· En el “plano 100 con anotaciones” tenemos: (i) el punto que se ha marcado como “punto 1” tendría por coordenadas N= 1´225.900 y E=1´094.900, (ii) el punto marcado como “punto 2” tendría por coordenadas N=1´226.200 y E1´094.900, (iii) el punto marcado como “punto 3” tendría por coordenadas N=1´226.200 y E1´095.300 y (iv) el punto marcado como “punto 4” tendría por coordenadas N=1´225.900 y E1´095.300.
· Los anteriores cuatro puntos unidos encierran un rectángulo en el que está contenido el terreno beneficiado con las licencias de urbanismo acusadas (ver línea punteada en color verde).
· No obstante, si se revisa el listado de coordenadas que contiene al Acuerdo número 47 del 27 de diciembre de 2012 surge evidente que no aparece, al menos por el norte, alguna de las coordenadas de latitud ya explicadas. Igual situación se da si verificamos las coordenadas de longitud.

Con lo anterior se desvirtúa la afirmación que se hace en el considerando número 4 de la primera licencia urbanística.
Ahora bien, si en gracia de discusión se aceptara que el proyecto beneficiado es uno de vivienda de interés social o prioritario, es claro que aun en esa hipótesis -de imposible demostración- la incorporación al área urbana no podía desconocer las reglas de la Ley 388 de 1997. En eso son muy claros los artículos 3 y 47 transitorio de la Ley 1537 de 2012 al decir:

“Artículo 3°. Coordinación entre las entidades nacionales y territoriales. La coordinación entre la Nación y las Entidades Territoriales se referirá, entre otros, a los siguientes aspectos:

(…)

j) Les corresponde a los entes territoriales municipales y distritales tomar las decisiones que promuevan la gestión, habilitación e incorporación de suelo urbano en sus territorios que permitan el desarrollo de planes de vivienda prioritaria y social, y garantizará el acceso de estos desarrollos a los servicios públicos, en armonía con las disposiciones de la Ley 388 de 1997 y la Ley 142 de 1994 en lo correspondiente.”

“Artículo 47. Transitorio. Incorporación del suelo rural, suburbano y expansión urbana al perímetro urbano. Con el fin de garantizar el desarrollo de programas de Vivienda de Interés Social y prioritaria, durante el período constitucional de las administraciones municipales y distritales comprendido entre los años 2012 y el 2016, y por una sola vez, los municipios y distritos podrán:

1. A iniciativa del alcalde municipal o distrital podrán incorporar al perímetro urbano los predios localizados en suelo rural, suelo suburbano y suelo de expansión urbana requeridos para el desarrollo y construcción de Vivienda de Interés Social y Vivienda de Interés Prioritario, mediante el ajuste del Plan de Ordenamiento Territorial, que será sometida a aprobación directa del concejo municipal o distrital, sin la realización previa de los trámites de concertación y consulta previstos en artículo 24 de la Ley 388 de 1997. Esta acción se podrá adelantar siempre y cuando se cumplan en su totalidad las siguientes condiciones:

(…)

c) Los predios no podrán colindar ni estar ubicados al interior de áreas de conservación y protección ambiental, tales como las áreas del sistema nacional de áreas protegidas, áreas de reserva forestal, áreas de manejo especial y áreas de especial importancia ecosistémica, ni en áreas que hagan parte del suelo de protección, en los términos de que trata el artículo 35 de la Ley 388 de 1997, ni en otras áreas cuyo desarrollo se haya restringido en virtud de la concertación ambiental que fundamentó la adopción el plan de ordenamiento vigente;

(…)”

Luego, es claro que nunca fue intención del legislador que por cuenta de la aplicación de la Ley 1537 de 2012 se desconocieran los principios y reglas del ordenamiento territorial y, más concretamente, los procedimientos que permiten formalizar el uso y distribución equitativa de los suelos en los municipios.
Se concluye, entonces, que el proyecto urbanístico beneficiado es propio del mercado inmobiliario general y no de vivienda de interés social o prioritario, como equivocadamente fue tratado por la administración al momento de conceder las licencias urbanísticas acusadas. 
Cuarta irregularidad: No se liquidó ni se pagó el tributo de participación en la plusvalía. Violación, por falta de aplicación, de los artículos 74 a 90 de la Ley 388 de 1997, 6 del Decreto 1788 de 2004 y 204 a 217 del Estatuto Tributario adoptado por el Concejo del Municipio de Barichara mediante el Acuerdo 38 del 22 de noviembre de 2008.
El capítulo IX de la Ley 388 de 1997 reglamentó el tributo conocido con el nombre de participación en la plusvalía, el cual, en términos generales, es aquel que pueden cobrar los municipios o distritos a los propietarios o poseedores de bienes inmuebles ubicados en su jurisdicción, como consecuencia de una actuación administrativa consistente en una acción urbanística relacionada con los hechos generadores.
En ese sentido el artículo 74 de esa ley describe los hechos generadores de la participación en la plusvalía, así:
“ARTÍCULO 74º.- Hechos generadores. Constituyen hechos generadores de la participación en la plusvalía de que trata el artículo anterior, las decisiones administrativas que configuran acciones urbanísticas según lo establecido en el artículo 8 de esta Ley, y que autorizan específicamente ya sea a destinar el inmueble a un uso más rentable, o bien incrementar el aprovechamiento del suelo permitiendo una mayor área edificada, de acuerdo con lo que se estatuya formalmente en el respectivo Plan de Ordenamiento o en los instrumentos que lo desarrollen. Son hechos generadores los siguientes:

 1. La incorporación de suelo rural a suelo de expansión urbana o la consideración de parte del suelo rural como suburbano.

 

2. El establecimiento o modificación del régimen o la zonificación de usos del suelo.

 

3. La autorización de un mayor aprovechamiento del suelo en edificación, bien sea elevando el índice de ocupación o el índice de construcción, o ambos a la vez.

 

En el mismo plan de ordenamiento territorial o en los instrumentos que lo desarrollen, se especificarán y delimitarán las zonas o subzonas beneficiarias de una o varias de las acciones urbanísticas contempladas en este artículo, las cuales serán tenidas en cuenta, sea en conjunto o cada una por separado, para determinar el efecto de la plusvalía o los derechos adicionales de construcción y desarrollo, cuando fuere del caso.

 

PARÁGRAFO. - Para los efectos de esta Ley, los conceptos urbanísticos de cambio de uso, aprovechamiento del suelo, e índices de ocupación y de construcción serán reglamentados por el Gobierno Nacional.”
La Ley 388 de 1997 facultó a los concejos para establecer la tasa de participación imputable a la plusvalía generada entre el 30% y el 50% del valor del metro cuadrado y las reglas para tal efecto, previó el procedimiento para establecer el precio comercial desde la adopción del Plan de Ordenamiento Territorial o P.O.T. en el que se concretan las acciones urbanísticas, la facultad del alcalde para liquidar el efecto plusvalía y de la administración para expedir el acto administrativo en que la determina y debe notificar (artículos 75 a 77, 79, 80 y 81).
Esa misma ley dispone que, una vez determinado el efecto plusvalía, la administración debe liquidarla respecto de cada inmueble aplicando la tasa autorizada. Esa liquidación sirve de sustento para expedir el acto administrativo que la determina y asigna individualmente, el cual se debe notificar en la forma y términos indicados legalmente y es susceptible del recurso de reposición por parte de cada contribuyente (artículos 81 y 82).
Lo anterior es pertinente para el análisis de la validez de las licencias acusadas comoquiera que el pago del tributo de participación en la plusvalía es un presupuesto de validez de la respectiva licencia urbanística. Así lo prevé, de manera expresa, el artículo 6 del Decreto 1788 de 2004, cuyo tenor literal es el siguiente:  

“Artículo 6°. Para la expedición de licencias de urbanización o construcción y sus modalidades, tratándose de inmuebles beneficiados por el efecto de plusvalía, las autoridades competentes solo podrán expedir los respectivos actos administrativos cuando el interesado demuestre el pago de la Participación en la Plusvalía correspondiente al área autorizada.”
Pues bien, para la época del trámite y expedición de las licencias urbanísticas acusadas se encontraba vigente el Estatuto Tributario adoptado por el Concejo del Municipio de Barichara mediante el Acuerdo 38 del 22 de noviembre de 2008 (prueba aportada # 16). 
Y, a pesar de que en tal estatuto municipal aparece regulado el deber de liquidar y pagar en el trámite de licencias como las aquí acusadas el tributo denominado participación en la plusvalía (ver capítulo II del Título II, comprendido entre los artículos 204 y 217), lo cierto es que dicho tributo nunca fue liquidado ni pagado en el trámite de las licencias otorgadas mediante las Resoluciones aquí acusadas en nulidad.

Aun cuando tal omisión se demuestra con la mera revisión del expediente administrativo de cada licencia, solicitamos certificación de prueba de dicho pago (prueba aportada # 17). No obstante, a la fecha de presentación de esta demanda tal solicitud no había sido atendida por el Municipio de Barichara. En caso de producirse la respuesta oportunamente la aportaremos al expediente.
De manera que las licencias urbanísticas acusadas deben anularse también por desconocimiento de este presupuesto de validez, propio del régimen tributario municipal.

Quinta irregularidad: Se omitió tramitar el permiso para vertimiento de aguas lluvias a la cañada. Violación de los artículos 132 del Decreto Ley 2811 de 1974, 107 de la Ley 99 de 1993, 31 y 41 del Decreto 3930 de 2010 y 2.2.3.3.4.10 y 2.2.3.3.5.1 del Decreto 1076 de 2015.
El Código Nacional de Recursos Naturales Renovables y de Protección al Medio Ambiente (Decreto Ley 2811 de 1974) prevé:

“ARTÍCULO 132.- Sin permiso, no se podrán alterar los cauces, ni el régimen y la calidad de las aguas, ni interferir su uso legítimo.

Se negará el permiso cuando la obra implique peligro para la colectividad, o para los recursos naturales, la seguridad interior o exterior o la soberanía Nacional.”
El Decreto 3930 de 2010, reglamentario del anterior Código, precisa al respecto:

“Artículo 31. Soluciones individuales de saneamiento. Toda edificación, concentración de edificaciones o desarrollo urbanístico, turístico o industrial, localizado fuera del área de cobertura del sistema de alcantarillado público, deberá dotarse de sistemas de recolección y tratamiento de residuos líquidos y deberá contar con el respectivo permiso de vertimiento.”
“Artículo 41. Requerimiento de permiso de vertimiento. Toda persona natural o jurídica cuya actividad o servicio genere vertimientos a las aguas superficiales, marinas, o al suelo, deberá solicitar y tramitar ante la autoridad ambiental competente, el respectivo permiso de vertimientos.”
En la actualidad, las dos normas anteriores aparecen compiladas en el Decreto 1076 de 2015 así:

“ARTÍCULO 2.2.3.3.4.10. Soluciones individuales de saneamiento. Toda edificación, concentración de edificaciones o desarrollo urbanístico, turístico o industrial, localizado fuera del área de cobertura del sistema de alcantarillado público, deberá dotarse de sistemas de recolección y tratamiento de residuos líquidos y deberá contar con el respectivo permiso de vertimiento.” 
“ARTICULO 2.2.3.3.5.1. Requerimiento de permiso de vertimiento. Toda persona natural o jurídica cuya actividad o servicio genere vertimientos a las aguas superficiales, marinas, o al suelo, deberá solicitar y tramitar ante la autoridad ambiental competente, el respectivo permiso de vertimientos.”
Pues bien, este permiso de vertimiento se traduce en un requisito de validez de las licencias de urbanismo, puesto que, además de la obligatoriedad que surge de lo anterior, así se desprende del mandato del segundo inciso del artículo 107 de la Ley 99 de 1993 que prevé lo siguiente:
“ARTÍCULO 107. Utilidad Pública e Interés Social, Función Ecológica de la Propiedad. (…)
 Las normas ambientales son de orden público y no podrán ser objeto de transacción o de renuncia a su aplicación por las autoridades o por los particulares.”
Ciertamente, con apoyo en la norma que acaba de transcribirse, en sentencia dictada por la Sección Primera del Consejo de Estado el 28 de mayo de 2015 en el expediente 63001 23 31 000 2012-00032-01, esa Corporación precisó que el respeto por la normatividad ambiental es presupuesto de legalidad de toda licencia de urbanismo. Dijo esa sentencia, refiriéndose a una licencia de urbanismo: 

“De otra parte, en lo concerniente a la legislación propiamente ambiental, se tiene que la Ley 99 de 1993, por medio de la cual se crea el Ministerio del Medio Ambiente y se reordena el sector público encardado de la gestión y conservación de este sector, se adoptan disposiciones relevantes para resolver el caso que nos ocupa (…)
En línea con estas previsiones el artículo 107 de la ley 99 de 1993 contempla la obligatoriedad de las disposiciones de carácter ambiental en el siguiente sentido:

(…)

Como se lee en la disposición transcrita, las normas ambientales son de orden público, por lo tanto, no podrán ser objeto de transacción o renuncia por parte de los funcionarios públicos y los particulares.”
Ahora bien, tal y como se aprecia en el plano del diseño de la red pluvial de la Urbanización “La Loma”, que fue aprobado por la Secretaría de Planeación del Municipio de Barichara (ver prueba # 7.7), se tiene que el vertimiento de dicha red se tiene previsto a la cañada mediante una tubería de 16” de diámetro, sin que en el mencionado proyecto se haya definido alguna estructura de mitigación para ese vertimiento. Veamos:


[image: image4]
Nótese en línea celeste el diseño de la tubería fluvial que haría entrega a la cañada, pasando y terminando en la ronda hídrica sin contar con permiso de vertimiento. 

Por ello, resulta de suma gravedad que en la actuación administrativa que precedió a la expedición de las licencias no se haya exigido por la administración ni demostrado por el particular interesado la obtención del permiso de vertimiento regulado en el artículo 2.2.3.3.5.1 del Decreto 1076 de 2015, el cual, según se vio, era requisito de validez de tales licencias.
Por tanto, esta grave omisión se erige como nuevo motivo para anular las licencias acusadas.

Sexta irregularidad (predicable exclusivamente de la segunda licencia): De aceptarse que el predio es urbano, en la segunda licencia se desconocieron exigencias urbanísticas del Plan Especial de Manejo y Protección del Centro Histórico de Barichara. En tal hipótesis, violación, por falta de aplicación, de los artículos 11, numeral 1.3, de la Ley 397 de 1997, 10, numeral 2, de la Ley 388 de 1997 y 71 y 79 de la Resolución 688 del 10 de marzo de 2015 del Ministerio de Cultura.

Con el fin de proteger los valores que le llevaron a la declaración del centro histórico del Municipio de Barichara como monumento nacional o bien de interés cultural de ámbito nacional, el Ministerio de Cultura expidió la Resolución 688 del 10 de marzo de 2015, “Por la cual se aprueba el Plan Especial de Manejo y Protección del Centro Histórico de Barichara, el Camino de Guane y sus Zonas de Influencia, declarados Bienes de Interés Cultural del Ámbito Nacional” (prueba aportada # 14). Este documento se identificará en lo sucesivo como P.E.M.P.
La obligatoriedad del P.E.M.P. en el trámite que culminó con la expedición de la segunda licencia no es asunto susceptible de discusión, cuando menos, por las siguientes dos razones: 
En primer lugar, por lo señalado en el numeral 2 del artículo 10 de la Ley 388 de 1997 al decir:

“ARTÍCULO 10º.- Determinantes de los planes de ordenamiento territorial. En la elaboración y adopción de sus planes de ordenamiento territorial los municipios y distritos deberán tener en cuenta las siguientes determinantes, que constituyen normas de superior jerarquía, en sus propios ámbitos de competencia, de acuerdo con la Constitución y las leyes:

(…)

2. Las políticas, directrices y regulaciones sobre conservación, preservación y uso de las áreas e inmuebles consideradas como patrimonio cultural de la Nación y de los departamentos, incluyendo el histórico, artístico y arquitectónico, de conformidad con la legislación correspondiente.”
Y, en segundo lugar, por razón de lo previsto en el numeral 1.3 del artículo 11 de la Ley 397 de 1997 que es del siguiente tenor:
“ARTICULO 11. RÉGIMEN ESPECIAL DE PROTECCIÓN DE LOS BIENES DE INTERÉS CULTURAL. Los bienes materiales de interés cultural de propiedad pública y privada estarán sometidos al siguiente Régimen Especial de Protección:
1. Plan Especial de Manejo y Protección. La declaratoria de un bien como de interés cultural incorporará el Plan Especial de Manejo y Protección -PEMP-, cuando se requiera de conformidad con lo definido en esta ley. El PEMP es el instrumento de gestión del patrimonio cultural por medio del cual se establecen las acciones necesarias para garantizar su protección y sostenibilidad en el tiempo.

Para bienes inmuebles se establecerá el área afectada, la zona de influencia, el nivel permitido de intervención, las condiciones de manejo y el plan de divulgación que asegurará el respaldo comunitario a la conservación de estos bienes.

(…)
1.3. Incorporación de los Planes Especiales de Manejo y Protección a los planes de ordenamiento territorial. Los Planes Especiales de Manejo y Protección relativos a bienes inmuebles deberán ser incorporados por las autoridades territoriales en sus respectivos planes de ordenamiento territorial. El PEMP puede limitar los aspectos relativos al uso y edificabilidad del bien inmueble declarado de interés cultural y su área de influencia aunque el Plan de Ordenamiento Territorial ya hubiera sido aprobado por la respectiva autoridad territorial.”
Pues bien, aceptando la tesis de la administración de que el predio beneficiario de las licencias acusadas es urbano (lo cual, se insiste, no es cierto), era obligatorio atender ciertas exigencias del P.E.M.P. que en el caso concreto fueron abiertamente inobservadas. Concretamente, es posible concluir que la segunda licencia acusada desconoce, cuando menos, las siguientes dos reglas de ese plan:
En primer término, el artículo 71 del P.E.M.P:

“Artículo 71. Dimensiones de manzanas. Las dimensiones de las manzanas deberán cumplir los siguientes lineamientos:
1. Dimensiones mínimas de costados de manzana: 80 metros.

2. Dimensiones máximas de costados de manzana: 100 metros.

Parágrafo. Las manzanas siempre deberán estar delimitadas por espacios públicos (vías vehiculares o peatonales, parques o alamedas).”

En efecto, las tres manzanas planteadas en el proyecto tienen las siguientes dimensiones, todas superiores a las permitidas en este artículo:
· Manzana denominada MZ A: ancho 47 metros y largo mayor 126,62 metros
· Manzana denominada MZ B: ancho 54 metros y largo mayor 166,83 metros y
· Manzana denominada MZ C: ancho 52 metros y largo mayor 180,98 metros.
Basta revisar en el siguiente plano cómo las dimensiones de las manzanas proyectadas terminan generando unas figuras geométricas (rectángulos) muy diferentes a las figuras geométricas (cuadrados) de las manzanas del centro histórico (prueba aportada # 7.2):
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La violación de esta regla técnica fue advertida en su momento por el Director de Patrimonio del Ministerio de Cultura, como consta en el oficio 412-2019 que él dirigió al Alcalde del Municipio de Barichara y en el cual indicó (prueba aportada # 18):

“Teniendo en cuenta lo anterior, se informa que se iniciará una investigación por presunta falta contra el patrimonio motivado en que la propuesta no cumple con lo dispuesto en el artículo 71 del PEMP, referente a que las dimensiones mínimas de las manzanas permitido en las áreas sin desarrollar o urbanizar.
De igual manera se le solicita, adelantar las acciones a que haya lugar e informar al Ministerio un informe respecto al tema que nos ocupa, el cual debe ser enviado a más tardar el 4 de abril de 2019.”

Y, por otra parte, en segundo lugar, también se violó el artículo 79 del P.E.M.P. que dispone:

“Artículo 79. Índice de ocupación. La ocupación máxima permitida para los predios y manzana es de 0,50.”

Esta norma también fue desconocida porque el proyecto urbanístico aprobado mediante la segunda licencia acusada tiene previsto un índice de ocupación mayor que el permitido por el artículo transcrito. Veamos:

De acuerdo con la fórmula descrita en el literal d) del artículo 1° del Decreto 1788 de 2004, el índice de ocupación es el cociente que resulta de dividir el área que puede ser ocupada por edificación en primer piso bajo cubierta (dividendo) por el área total del predio (divisor). 

Pues bien, para el predio en cuestión esa fórmula se traduce en los siguientes valores: 
· En primer lugar, el dividendo, que corresponde a 27.631,21m2, es la cifra que resulta de sumar el área de lotes (21.699,21 m2) con el área del lote A (3.378 m2) y el área del lote B (2.554 m2). Estas áreas se toman del cuadro de áreas ubicado en la esquina inferior izquierda del plano urbanístico aprobado (prueba aportada # 7.8). 
· En segundo lugar, el divisor, que corresponde a 38.814 m2, que es el área bruta del lote. Esta área se toma del cuadro de áreas ubicado en la esquina inferior izquierda del plano urbanístico aprobado (prueba aportada # 7.8). 
· Y, finalmente, el cociente, que es igual a 0,71. 
Como fácil se advierte la cifra obtenida al aplicar la fórmula (0,71) es mucho mayor que el índice máximo permitido por el artículo 79 del P.E.M.P. (0,50). 
Ninguna de estas dos exigencias urbanísticas del P.E.M.P. es caprichosa, comoquiera que su propósito es el de asegurar que las nuevas obras urbanísticas resulten armónicas con las del área protegida del centro histórico. 
Y, por no haber sido acatadas en el caso concreto, son motivo para declarar la nulidad de la segunda licencia urbanística demandada. 

Séptima irregularidad (predicable exclusivamente de la segunda licencia): Sin contar con la autorización del Ministerio de Cultura se autorizó la urbanización de suelo que corresponde a bienes de espacio público. Violación, por falta de aplicación, del inciso segundo del artículo 111 del Plan Especial de Manejo y Protección del Centro Histórico de Barichara.
De acuerdo con lo ordenado en el inciso segundo del artículo 111 del P.E.M.P. toda intervención urbanística en el espacio público del Municipio de Barichara debe ser autorizada por el Ministerio de Cultura. Dice ese artículo:

“Artículo 111. Instancias de decisión y procedimientos. De conformidad con los niveles permitidos de intervención, las instancias de decisión son las fijadas en la Ley 397 de 1997, modificada por la Ley 1185 de 2008, el Decreto número 763 de 2009, el Decreto número 1469 de 2010 y las demás normas concordantes.

La instancia competente para autorizar cualquier intervención en los inmuebles del Centro Histórico, y su área de influencia y la Inspección de Guane, en cualquier nivel de intervención, así como en las realizadas en el espacio público del área afectada, tales como calles, parques, plazas, plazoletas, atrios y andenes, es el Ministerio de Cultura.

Parágrafo 1°. En el momento en que estén formuladas y aprobadas por el Ministerio de Cultura las fichas normativas de manzanas, las competencias de los niveles 2, y 3, se trasladaran al municipio de Barichara, siendo obligación del mismo, remitir al Ministerio de Cultura informes de los proyectos de intervención autorizados mensualmente, a fin de poder realizar el seguimiento del PEMP.
Parágrafo 2°. La documentación que se presentará al Ministerio de Cultura para obtener autorización de intervención será la correspondiente a los requisitos de la Dirección de Patrimonio para autorizar bienes de interés cultural del ámbito Nacional, según el tipo de intervención que se solicite.

Las fichas normativas de manzanas determinarán los requisitos para la solicitud de intervención para cada manzana, con lo que el parágrafo anterior es vigente mientras no estén formalizadas y aprobadas por el Ministerio de Cultura dichas fichas.”
Pues bien, en este caso, al concederse licencia para intervención en los inmuebles identificados con las matrículas inmobiliarias números 302-17223, 302-17224, 302-17225, 302-17227, 302-17228, 302-17229 y 302-17230, expresamente se autorizó la urbanización de espacio público, pues cada una de estas matrículas, según el correspondiente certificado de tradición y libertad (prueba aportada #19), identifica bienes cuya naturaleza jurídica es la de bienes de espacio público, en cuanto fueron áreas de terreno cedidas al Municipio de Barichara con ese fin (calles, andenes y zona verde).
Pero ocurrió que la concesión de dicha licencia no estuvo precedida de la autorización del Ministerio de Cultura, al punto de que, por cuenta de esa omisión, ese Ministerio adelantó la indagación preliminar número AP 2019-0087, lo que le permitió luego abrir un proceso administrativo sancionatorio número PAS 2020-004 contra el señor JOSÉ DE JESÚS BECERRA BALLESTEROS; todo ello según información ofrecida por el Jefe de la Oficina Asesora Jurídica del Ministerio de Cultura mediante oficio 112-0018-2020 del 8 de mayo de 2020 (prueba aportada # 20).
Por tanto, esta grave omisión se erige como nuevo motivo para anular la segunda licencia acusada.

SOLICITUD DE MEDIDA CAUTELAR

Se sustenta de conformidad con los requisitos formales indicados en los artículos 229 y siguientes del C.P.A.C.A. aplicables al caso, así:
1. Descripción de las medidas solicitadas: Comedidamente solicito que, como medida cautelar se dispongan las señaladas en el artículo 230, numerales 3 y 4, del C.P.A.C.A., de acuerdo con la siguiente propuesta de amparo: 
Primera: La suspensión provisional de los efectos de los actos administrativos acusados, contenidos en las Resoluciones números 248 del 29 de diciembre de 2014 y 378 del 25 de octubre de 2017, ya plenamente identificados. 

Segunda: Que se ordene la inscripción de esta demanda en los folios de matrícula inmobiliaria de los 90 predios que integran el Proyecto Urbanístico “La Loma” en el Municipio de Barichara (prueba aportada # 5).
Tercera: Ordenar al Municipio de Barichara que disponga la inmediata suspensión de las obras de desarrollo urbano que se estén efectuando en el Proyecto Urbanístico “La Loma” de ese Municipio. 

Cuarta: Ordenar al Municipio de Barichara que disponga la inmediata suspensión de los permisos de venta de inmuebles concedidos respecto del Proyecto Urbanístico “La Loma” de ese Municipio. 
2. Causal de procedencia: En los términos del primer inciso del artículo 231 del C.P.A.C.A., nos remitimos al capítulo anterior de esta demanda, en donde se expusieron en detalle los argumentos por los cuales se configura en este caso la violación de las siguientes disposiciones:
Primera irregularidad: De manera directa se transformó un predio rural en urbano. Violación, por no aplicación, de los artículos 4 del Acuerdo 002 del 26 de febrero de 1994 del Instituto Colombiano de Cultura, 19, 27, 38 y 99 de la Ley 388 de 1997, 16 del Acuerdo 014 del 25 de junio de 2003 del Concejo del Municipio de Barichara, 1 y 7 del Decreto 1469 de 2010 y 2.2.1.1 del Decreto compilatorio 1077 de 2015. 

Segunda irregularidad: Desconocimiento de las zonas de ronda hídrica por invasión de la franja mínima de protección. Violación, por no aplicación, de los artículos 83 del Código Nacional de Recursos Naturales Renovables y Protección al Medio Ambiente, 3 del Decreto 1499 de 1977 y 2.2.1.1.18.2 del Decreto 1076 de 2015.

Tercera irregularidad: La licencia se concedió como si el proyecto urbanístico beneficiado fuera un proyecto de vivienda de interés social o prioritario cuando no lo es en la realidad. Violación, por indebida aplicación, de la Ley 1537 de 2012.

Cuarta irregularidad: No se liquidó ni se pagó el tributo de participación en la plusvalía. Violación, por falta de aplicación, de los artículos 74 a 90 de la Ley 388 de 1997, 6 del Decreto 1788 de 2004 y 204 a 217 del Estatuto Tributario adoptado por el Concejo del Municipio de Barichara mediante el Acuerdo 38 del 22 de noviembre de 2008.
Quinta irregularidad: Se omitió tramitar el permiso para vertimiento de aguas lluvias a la cañada. Violación de los artículos 132 del Decreto Ley 2811 de 1974, 107 de la Ley 99 de 1993, 31 y 41 del Decreto 3930 de 2010 y 2.2.3.3.4.10 y 2.2.3.3.5.1 del Decreto 1076 de 2015.

Sexta irregularidad (predicable exclusivamente de la segunda licencia): De aceptarse que el predio es urbano, en la segunda licencia se desconocieron las exigencias urbanísticas del Plan Especial de Manejo y Protección del Centro Histórico de Barichara. En tal hipótesis, violación de los artículos 11, numeral 1.3, de la Ley 397 de 1997, 10, numeral 2, de la Ley 388 de 1997 y 71 y 79 de la Resolución 688 del 10 de marzo de 2015 del Ministerio de Cultura.

Séptima irregularidad (predicable exclusivamente de la segunda licencia): Sin contar con la autorización del Ministerio de Cultura se autorizó la urbanización de suelo que corresponde a bienes de espacio público. Violación, por falta de aplicación, del inciso segundo del artículo 111 del Plan Especial de Manejo y Protección del Centro Histórico de Barichara.

3. Juicio de ponderación de intereses y perjuicio por la demora: En caso de considerarse exigible para este tipo de medidas cautelares el cumplimiento del requisito de procedibilidad regulado en el artículo 231, numeral 3, del C.P.A.C.A., es del caso informar que, de no accederse ahora a la suspensión solicitada resultaría más gravoso para el interés público permitir la ejecución de las licencias urbanísticas acusadas en los 90 predios concernidos. En la actualidad se encuentra en grave riesgo el patrimonio histórico del Municipio de Barichara, pues el beneficiario de las licencias urbanísticas podría ofrecer en venta en el mercado inmobiliario, a muchos terceros de buena fe, los lotes concernidos en dichas licencias. 
4. Caución: La caución no procede cuando la medida solicitada es la suspensión provisional de los efectos de los actos administrativos o cuando se actúa en defensa de la legalidad en abstracto, tal como ocurre en este caso (artículo 232 del C.P.A.C.A.).
5. Apariencia de buen derecho: En materia contencioso administrativa, el denominado fumus boni iuris o apariencia de buen derecho aparece desarrollado en los numerales 1 y 2 del artículo 231 del C.P.A.C.A. y consiste en que el derecho que se pretenda tutelar por la medida cautelar aparezca como probable y verosímil, de tal modo que sea posible sostener que la demanda esté razonablemente fundada en derecho. En este caso consideramos que el conjunto de irregularidades denunciadas con suficiente argumentación y, además, debidamente demostradas -al punto de que han dado lugar a procesos administrativos sancionatorios actualmente en curso-, son razones de peso para acceder al conjunto de medidas cautelares que aquí se proponen, sin perjuicio de otras que el Despacho judicial considere procedentes.
OPORTUNIDAD PARA DEMANDAR

Por presentarse esta demanda en ejercicio del medio de control de nulidad simple, la misma puede incoarse en cualquier tiempo, de conformidad con lo establecido en el literal a) del artículo 164 del C.P.A.C.A.
Por tal razón, no es necesario acreditar la fecha de notificación, publicación o ejecución de los actos acusados; presupuesto procesal necesario para examinar la oportunidad de la demanda en el caso de los medios de control sometidos a regla de caducidad. 

No obstante, en caso de requerirse tal presupuesto, con la demanda se acompaña la prueba de las diligencias de notificación de cada una de las licencias acusadas, que se encuentra incorporada en el archivo que corresponde a cada licencia.
INAPLICABILIDAD DE LA CONCILIACIÓN PREJUDICIAL PREVIA

El medio de control de nulidad simple no es de aquellos que requieran agotar la conciliación prejudicial administrativa como requisito de procedibilidad para acudir a la jurisdicción de lo contencioso administrativo (artículos 37 de la Ley 640 de 2001, 161 del C.P.A.C.A. y 2.2.4.3.1.1.2 del Decreto 1069 de 2015).

COMPETENCIA
Es competencia de este Juzgado, en primera instancia, por la naturaleza del asunto y por el factor territorial, en los términos de los artículos 155-1 y 156-1 del C.P.A.C.A. y 1, numeral 23, literal b), del Acuerdo PSAA06-3321 de 2006 del Consejo Superior de la Judicatura. 
TRASLADO A LOS DEMANDADOS
En cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 6 del Decreto Legislativo 806 de 2020 copia de esta demanda y de sus anexos fueron puestas en conocimiento de la parte demandada así:

1. Al Municipio demandado mediante envío simultáneo del mensaje electrónico de presentación de la demanda a su dirección electrónica de notificaciones.

2. Al particular demandado mediante envío hecho a la dirección física (prueba aportada # 21), ante la falta de certeza que se tiene sobre su dirección de correo electrónico. 

Se aclara que, si bien es cierto que, según el Decreto Legislativo 806 de 2020, cuando se solicita una medida cautelar el demandante no está obligado a dar traslado de la demanda, consideramos que, dado el grave riesgo de intervención que se cierne sobre una importante zona rural del Municipio de Barichara y también de afectación de intereses económicos a particulares de buena fe, en este caso es necesario enterar a los demandados, cuanto antes, de lo pretendido en esta demanda. 

PRUEBAS QUE SE APORTAN

1. Certificados laborales sobre la condición de Agentes del Ministerio Público de la parte demandante. 
2. Copia de la cédula de ciudadanía de cada uno de los demandantes para facilitar nuestra identificación en las audiencias no presenciales. 
3. Copia de la Resolución número 248 del 29 de diciembre de 2014 de la Oficina de Planeación del Municipio de Barichara y su diligencia de notificación personal (primer acto acusado). 
4. Copia de la Resolución número 378 del 25 de octubre de 2017 de la Secretaría de Planeación y Obras Públicas del Municipio de Barichara y su diligencia de notificación personal (segundo acto acusado). 
5. Certificados de la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Barichara sobre matrículas inmobiliarias de los bienes que integran lo que se conoce como Proyecto Urbanístico “La Loma”. Para mayor claridad en la identificación de los bienes, se fusionaron dos certificados en un mismo archivo.
6. Copia de la escritura pública de constitución de la urbanización “La Loma”.
7. Copia de los mapas del Municipio de Barichara, algunos de ellos oficiales, rotulados así:
7.1 Plano zonificación ambiental con “La Loma”.

7.2 Plano modelo urbano con “La Loma”.
7.3 Mapa F1 modelo territorial urbano 

7.4 Plano ronda de quebrada de la Urbanización “La Loma”.

7.5 Plano 100.

7.6 Plano 100 con anotaciones.

7.7 Plano diseño red pluvial “La Loma” o plano 100 (el mismo plano 7.5). 
7.8 Plano urbanístico de “La Loma” del mes de diciembre de 2014.

7.9 Plano urbanístico de “La Loma” del mes de junio de 2017. 

7.10 Plano urbanístico de “La Loma”, diagrama de redes, del mes de marzo de 2017.

7.11 Plano urbanístico de “La Loma”, diseño hidráulico de la red general, del mes de diciembre de 2014.
8. Copia del Acuerdo 002 del 26 de febrero de 1994 del Concejo del Municipio de Barichara, “Por el cual se dictan normas urbanísticas y arquitectónicas para el Sector Antiguo del centro urbano de Barichara”. Se obtuvo por petición elevada a la entidad demandada por parte del Ingeniero José Miguel Navarro Patiño.
9. Copia del Acuerdo 014 del 25 de junio de 2003 del Concejo del Municipio de Barichara, por medio del cual se adoptó el Esquema de Ordenamiento Territorial de ese Municipio.

10. Copia del oficio del 6 de septiembre de 2006 del Secretario de Planeación y Obras Públicas del Municipio de Barichara.
11. Copia del oficio E- 2019-000220 del 14 de agosto de 2019 de los Secretarios de Planeación y de Infraestructura y Obras Públicas del Municipio de Barichara.
12. Copia del Concepto Técnico S.A.A. número 01275-19 del 16 de octubre de 2019 de la Corporación Autónoma Regional de Santander, C.A.S. 
13. Copia de la Resolución 00556-19 del 18 de diciembre de 2019 de la Corporación Autónoma Regional de Santander, C.A.S. 
14. Copia de la Resolución 688 del 10 de marzo de 2015 del Ministerio de Cultura, “Por la cual se aprueba el Plan Especial de Manejo y Protección del Centro Histórico de Barichara, el Camino de Guane y sus Zonas de Influencia, declarados Bienes de Interés Cultural del Ámbito Nacional”. 
15. Copia del Acuerdo número 47 del 27 de diciembre de 2012 del Concejo del Municipio de Barichara. 
16. Copia del Estatuto Tributario adoptado por el Concejo del Municipio de Barichara mediante el Acuerdo 38 del 22 de noviembre de 2008.
17. Solicitud formulada el 6 de julio de 2020 al Municipio de Barichara para obtener prueba del no pago del tributo de participación en la plusvalía. A la fecha de presentación de esta demanda no se había obtenido respuesta.
18. Copia de la comunicación 412-2019 enviada por el Director de Patrimonio del Ministerio de Cultura al Alcalde del Municipio de Barichara. 
19. Reporte de consulta de los certificados de tradición y libertad de los predios identificados con matrículas inmobiliarias números 302-17223, 302-17224, 302-17225, 302-17227, 302-17228, 302-17229 y 302-17230.
20. Oficio 112-0018-2020 del 8 de mayo de 2020 del Jefe de la Oficina Asesora Jurídica del Ministerio de Cultura.
21. Constancia del envío de esta demanda y sus anexos (en disco compacto) al demandado particular (Decreto Legislativo 806 de 2020).

22. Autorización para presentar esta demanda por parte del señor Procurador Delegado para la Conciliación Administrativa.

PRUEBAS QUE SE SOLICITAN
1. Testimonio técnico o experto. Que se cite a diligencia de declaración jurada al señor José Miguel Navarro Patiño, identificado con cédula de ciudadanía número 13’842.634, residente en el Municipio de Barichara, quien depondrá como testigo técnico dada su profesión de Ingeniero Civil y experto en urbanismo. Para mayor ilustración de la audiencia, en la diligencia se solicitará autorización para la exhibición de los documentos aportados como prueba, especialmente los planos, para que los explique en detalle. Los datos de contacto del Ingeniero Navarro Patiño son los siguientes: 

Dirección física: carrera 7 # 10-72 de Barichara

Teléfono celular: 3175113418

Correo electrónico: josemnavarro@gmail.com
2. Documental. Que se ordene a la Corporación Autónoma Regional de Santander, C.A.S., remitir copia de la totalidad de la(s) actuación(es) administrativa(s) correspondiente(s) a aquella(s) en la(s) que se emitieron tanto el Concepto Técnico S.A.A. número 01275-19 del 16 de octubre de 2019 como la Resolución 00556-19 del 18 de diciembre de 2019. Para mayor ilustración del destinatario, se solicita que con el oficio que se libre se remita copia de las pruebas aportadas # 12 y # 13 de esta demanda. Los datos de contacto de la Corporación Autónoma Regional de Santander, C.A.S. son los siguientes: 
Dirección física: Carrera 12 # 9 – 06 de San Gil

Teléfonos: 7238925 y 7240765

Correos electrónicos: contactenos@cas.gov.co y casencasa@cas.gov.co 

3. Informe. Que se ordene al Alcalde del Municipio de Barichara que rinda informe detallado y soportado documentalmente acerca de las gestiones adelantadas o por adelantar en cumplimiento de lo advertido por el Director de Patrimonio del Ministerio de Cultura mediante oficio 412-2019, especialmente el informe que el Municipio debió rendir antes del 4 de abril de 2019. Para mayor ilustración del destinario, se solicita que con el oficio que se libre se remita copia de la prueba aportada # 18. 

4. Documental. Que se ordene a la Oficina Asesora Jurídica del Ministerio de Cultura remitir copia de la totalidad de las actuaciones administrativas correspondientes a la indagación preliminar AP 2019-0087 y al procedimiento administrativo sancionatorio PAS 2020-004, seguidos contra el señor JOSÉ DE JESÚS BECERRA BALLESTEROS, identificado con cédula de ciudadanía número 5’579.478. Para mayor ilustración del destinario, se solicita que con el oficio que se libre se remita copia de la prueba aportada # 20. Los datos de contacto del Ministerio de Cultura son los siguientes:
Dirección física: Carrera 8 No. 8 – 55 de Bogotá
Correos electrónicos: notificaciones@mincultura.gov.co
PRUEBAS QUE ESTÁN A CARGO DE LA ENTIDAD DEMANDADA 

Y SOLICITUD AL RESPECTO
Al momento de decretar las pruebas en la audiencia inicial, ruego tener en consideración la carga procesal que el parágrafo primero del artículo 175 del C.P.A.C.A. impone a la entidad pública demandada, así:
“Parágrafo 1°. Durante el término para dar respuesta a la demanda, la entidad pública demandada o el particular que ejerza funciones administrativas demandado deberá allegar el expediente administrativo que contenga los antecedentes de la actuación objeto del proceso y que se encuentren en su poder. (…)

La inobservancia de estos deberes constituye falta disciplinaria gravísima del funcionario encargado del asunto.”
Por tanto, de no aportarse con la contestación la totalidad de los expedientes administrativos que contienen las actuaciones administrativas correspondientes a cada licencia, comedidamente solicito que en la audiencia inicial se ordene compulsar copias para la investigación disciplinaria del caso y llegado el momento de dictar sentencia dar aplicación al artículo 241 del C.G.P.
ANEXOS

Lo descrito en el capítulo de pruebas en archivos digitales anexos al que contiene el texto de esta demanda. El mensaje de datos a través del cual se presenta la demanda contiene un enlace que permite la descarga segura de todos los archivos.
NOTIFICACIONES
1. La entidad demandada recibe notificaciones judiciales en la calle 5 # 6-39 de Barichara y en las siguientes direcciones de correo electrónico (ver página web municipal y artículo 9, literal c, de la Ley 1712 de 2014):
contactenos@barichara-santander.gov.co
notificacionjudicial@barichara-santander.gov.co
infraestructura@barichara-santander.gov.co 
secretariaplaneacion@barichara-santander.gov.co
2. El particular demandado, señor JOSÉ DE JESÚS BECERRA BALLESTEROS, cuyos datos de contacto son los siguientes: 

Dirección física: carrera 8 # 11-23 de Barichara.

Teléfono celular: 3172620214 (suministrado a la CAS)

Correo electrónico: olgapatricia57@hotmail.com (suministrado a la CAS)
3. Las Agentes del Ministerio Público demandantes en las siguientes direcciones de correo electrónico:
ariverab@procuraduria.gov.co
dfmillan@procuraduria.gov.co 
Atentamente, 

ALBERTO RIVERA BALAGUERA

C.C. 91’253.387

Procurador 24 Judicial II para Asuntos Ambientales y Agrarios de Santander

DIANA FABIOLA MILLÁN SUÁREZ
C.C. 52’515.641

Procuradora 17 Judicial II para Asuntos Administrativos de Bucaramanga
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